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El derecho a la salud es un derecho fundamental reconocido en la Cons-

titución de 1991. En esa dirección, la expedición de la Ley 100 de 1993 

reformó el anterior sistema Nacional de Salud, vigente desde 1976, e 

instauró el sistema general de Seguridad Social en Salud, el cual buscaba 

concretar los mandatos sobre salud y seguridad social para la población 

colombiana que están contemplados en el Título 2 de la Constitución 

Política de 1991:

La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a 
cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios 
de promoción, protección y recuperación de la salud, corresponde al Estado 
organizar, dirigir y reglamentar la prestación de los servicios de salud a los 
habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficien-
cia, universalidad y solidaridad. También, establecer para la prestación de 
los servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control.

Por su parte, la Sentencia T-402 de 1992 de la Corte Constitucional 

señala que la salud debe ser entendida como un derecho fundamental y lo 

ha protegido por tres vías: i) derecho a la vida, ii) su naturaleza fundamen-

tal en contextos donde el tutelante es un sujeto de especial protección 
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y iii) su fundamentalidad en lo que respecta a un ámbito básico. En este 

sentido, el derecho a la salud no puede ser excluyente, pero la realidad 

social es otra. La evidencia indica que las personas pertenecientes a los 

sectores LGBTI han experimentado frecuentemente diferentes formas de 

exclusión de este derecho fundamental.

Un punto clave para este análisis es anotar que ningún sistema debe 

homogenizar sus servicios, ni siquiera –y mucho menos– el sistema de 

salud, el cual ha dado muestras de no tener en cuenta las diferencias de 

las personas y de la población.

En este panorama, algunas personas pertenecientes a los sectores 

LGBTI integran movimientos sociales que se oponen a las nominaciones 

hegemónicas: mujer=vagina=femineidad y hombre=falo=masculinidad, 

nominaciones que hacen que cualquier evasiva de estas categorías se 

considere fuera de lo “normal”. Como señala Rodríguez (2011), en el ám-

bito político estos movimientos han aportado en la producción de cambio 

social, articulando esquemas capaces de contribuir en la transformación 

de las estructuras sociales, como consecuencia de la toma de conciencia, 

de la organización sociopolítica y de la movilización de estos sectores 

en contra de los sistema establecidos y en búsqueda de una sociedad de 

iguales (Rosanvallon, 2012).

Aunque la comunidad LGBTI ha logrado una importante visibilidad 

en la sociedad colombiana gracias a la gestión de diferentes grupos ac-

tivistas, los derechos de las lesbianas, gays, bisexuales y transgeneristas 

siguen siendo vulnerados, y la desigualdad y discriminación se evidencia 

en ámbitos públicos y privados, siendo uno de ellos el derecho a la salud. 

Las desigualdades y discriminación han conducido a la implementación 

de políticas públicas con el fin de ratificar los derechos de dichos secto-

res. En esa dirección, Medellín estableció en 2011 los Lineamientos de la 

Política Pública para la Garantía Plena de Derechos a las Personas Lesbia-

nas, Gays, Bisexuales y Transgeneristas y sobre Orientaciones Sexuales e 

Identidades de Género, lo cual se realizó por medio del Decreto 19-28, 

que reglamenta el acuerdo 08 del 3 de mayo de 2011. Tanto el decreto 



316  |  El derecho fundamental a la salud en Colombia en el siglo xxi

como el acuerdo mencionado adoptan la política pública para el recono-
cimiento de la diversidad sexual e identidades de género y para la protec-
ción, restablecimiento, atención y la garantía de derechos de las personas 
lesbianas, gays, bisexuales, transgeneristas e intersexuales. 

El 31 de mayo de 2018 la personería de Medellín se reafirmó ante la 
comunidad con un comunicado de prensa donde celebra la aprobación 
de la Política Pública LGBTI a nivel nacional. En el decreto 762 de 2018 
afirma que, desde esa entidad, en tanto Agencia del Ministerio Público y 
en su labor misional de garante, defensora y promotora de los derechos 
humanos, continuará trabajando para que dicha política se siga gestionan-
do en la ciudad ( Personería de Medellín, 2018). 

Así mismo, el informe sobre la situación de Derechos Humanos de la 
Personería de Medellín (2018), expone las acciones y omisiones de las di-
versas entidades estatales al respecto y su incidencia, positiva o negativa 
en los derechos de las personas LGBTI. Allí se afirma que, aunque el pa-
norama actual frente a la situación de la población LGBTI para Medellín y 
para el país en general podría resultar a primera vista positivo y favorable 
en términos de alcances políticos, regulación normativa y posicionamien-
to social y cultural, la discriminación y la violencia continúan provocando 
desplazamientos, violaciones y barreras en el acceso a los derechos; es-
pecialmente a las personas transgénero, quienes siguen siendo las mayo-
res víctimas de una sociedad moralizante. 

Uno de los problemas que se identifican es la falta de protocolos de 
salud para la atención a personas de los sectores LGBTI. La Personería es 
consciente de la importancia de la capacitación constante del personal 
encargado de la atención médica y hospitalaria, en espacios como EPS, 
IPS, clínicas y hospitales; es por ello que se ha afirmado en el mismo infor-
me que el derecho fundamental a la salud es uno de los más vulnerados 
debido al desconocimiento y reproducción de prejuicios frente al tema 
por parte del personal médico. De igual forma, la Personería hace un lla-
mado de alerta en su informe a la Secretaría de Salud, ya que, si bien es 
cierto que ha realizado algunos esfuerzos en el proceso de aseguramiento 
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al Sistema General de Seguridad Social, aún existe un alto porcentaje de 
mujeres transgénero en ejercicio del trabajo sexual que continúan desa-
filiadas. Esta situación, como otras tantas de vulnerabilidad, se han dado 
debido a que la metodología empleada para el aseguramiento de esta po-
blación no ha sido efectiva por parte de las instituciones médicas y a car-
go de la salud en Medellín. Por esta razón, la Personería espera que con 
las actividades enmarcadas en la política Pública LGBTI y específicamente 
desde el Centro para la Diversidad Sexual se adelanten otras estrategias 
para la afiliación de esta población.

Como caso específico queremos mencionar la situación de salud de 
las mujeres transgénero, la cual es muy grave, ya que el Sistema de Seguri-
dad Social en Salud no contempla las intervenciones quirúrgicas y hormo-
nales que estas necesitan para transformar sus cuerpos; y el criterio para 
rechazar la prestación de estos servicios se debe a que los sistemas de 
salud las consideran estéticas o suntuarias. Vale decir que algunas muje-
res transgénero han podido acceder a dichos servicios de salud gracias a 
que han ganado batallas legales con el mecanismo de la tutela, logrando 
acceder al derecho de una prestación de servicio de salud más integral 
de acuerdo con sus necesidades básicas. El Artículo 7 del Acuerdo 029 
del 30 de diciembre de 2011, emitido por la Comisión de Regulación en 
Salud, CRES, mediante el cual se define, aclara y actualiza el Plan Obli-
gatorio de Salud del Régimen de salud, establece como obligación de la 
EPS garantizar a los afiliados el acceso efectivo al derecho a la salud, a tra-
vés de la prestación de las tecnologías en Salud incluidas en el POS. No 
obstante, el mismo acuerdo establece los criterios generales para las ex-
clusiones explícitas de servicios del Plan Obligatorio de Salud, los cuales 
se fundamentan en el hecho de que dichos servicios no contribuyen de 
forma idónea al mejoramiento de la salud del usuario, bajo los parámetros 
de las guías y protocolos médicos correspondientes. Así, el Artículo 6 del 
Acuerdo en mención señala como criterios generales para exclusiones 
explícitas en el POS las siguientes:
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1. La tecnología en salud considerada como cosmética, estética, suntua-
ria o de embellecimiento. 2. La tecnología en salud de carácter experi-
mental o sobre la cual no exista evidencia científica, de seguridad o costo 
efectiva, o que no haya sido reconocida por las autoridades nacionales 
competentes. (Comisión Reguladora en Salud, 2011)

Por otra parte, el informe Situación de Derechos Humanos de la po-

blación LGBT (2010), presentado al Comité de Derechos Humanos de 
Naciones Unidas por Colombia Diversa5, señala que, aunque la Constitu-
ción y las Leyes garantizan los derechos plenos, estos han sido violados 
en muchas ocasiones en el caso de estos sectores dada la discriminación 
de la que han sido objeto. En este informe se aborda el tema de la discri-
minación y la inexistencia de sistemas de información relativos a los Dere-
chos Humanos de esta población, y particularmente el derecho a la vida, 
derecho a la integridad personal, derecho al debido proceso, derecho a 
la libertad de opinión y expresión. Por ejemplo, en el “Artículo 3. Igualdad 
entre hombres y mujeres”, está el literal A, “Agresiones en contra de mu-
jeres lesbianas”. Sobre esto Colombia Diversa informa que 

se pudo establecer que las mujeres lesbianas sienten temor al reconocer su 
orientación sexual ante los profesionales de la salud y el personal administra-
tivo de las EPS. La desinformación que de esto se deriva hace que no reciban 
una atención médica acorde con sus necesidades.

Muchos de los derechos de las personas pertenecientes a los sec-
tores LGBTI han sido violados por acción o por omisión. Colombia Di-
versa pudo establecer, por ejemplo, que en las alcaldías de las capitales 

5 Colombia Diversa es una organización no gubernamental que trabaja en favor de los 
derechos de lesbianas, gays, bisexuales y transgeneristas (personas LGBT) en Colom-
bia cuya misión es promover la plena inclusión, el respeto de la integralidad de los 
derechos, el reconocimiento y la movilización de las personas LGBT en los ámbitos 
económico, social, político y cultural, con el fin de coadyuvar en la construcción de 
una sociedad democrática, moderna y con justicia social.
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departamentales del país existen dificultades para desarrollar una política 
pública LGBTI argumentando inclusión genérica de comunidades mino-
ritarias y programas en salud sobre VIH/SIDA con enfoque diferencial a 
la población LGBTI. Esto es muy preocupante ya que esto evidencia que 
tanto en las entidades de salud como en los sectores mismos LGBTI existe 
mucha desinformación en relación con las Infecciones de Transmisión  
Sexual, ITS; especialmente, como dice Benson (2005), a las ITS relacio-
nadas a entre mujeres, y/o a mujeres que tienen sexo con mujeres y que 
han tenido sexo con hombres.  Esto se da debido a que un sector de 
las mujeres lesbianas y bisexuales no son conscientes de esto, ya que las 
creencias indican que las ITS solo se transmiten de hombres a mujeres 
en las relaciones heterosexuales o que son patrimonio exclusivo de los 
hombres que tienen sexo con hombres. Sin embargo, esto es difícil de 
dimensionar ya que no existen datos estadísticos que caractericen el tipo 
de ITS por el que consultan las mujeres lesbianas y bisexuales y menos 
las personas transgénero; sectores de la población particularmente mar-
ginados6. Por otra parte, como analizan Estrada & García (2012), en las 
mujeres transgénero en situación de trabajo sexual se presentan otro tipo 
de tensiones e individualidades que no se pueden tratar como las relacio-
nes tradicionales. Para esta comunidad deben existir intervenciones, li-
neamientos y protocolos específicos de atención en salud y que deberían 
ser el resultado del trabajo de todos los actores desde la Política Pública. 
(UNFPA, Ministerio de la Protección Social, 2011).

6 Denominación que alude a procesos cotidianos de construcción de identidad y a 
formas particulares de autorreconocimiento (García, 2009). En este sentido, se tra-
ta más de categorías prácticas de reconocimiento que de categorías rígidas para el 
análisis científico o de taxonomías que surgen exclusivamente de las instituciones de 
poder que patologizan, definen y clasifican la diferencia. Jack Halberstam, por su par-
te, las denomina “taxonomías inmediatas”, “clasificaciones del deseo, del físico y de la 
subjetividad”, que se realizan “con el fin de intervenir en el proceso hegemónico de 
nombrar y de definir (Halberstam, 2008).
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Por su parte, la Organización Mundial de la Salud ha reconocido la 

importancia de los servicios de salud para garantizar la salud de naciones 

y sus comunidades diversas, además afirma que los centros de salud y 

clínicas que atienden a la comunidad LGBTI deben estar preparados para 

tratar a estas personas en un ambiente seguro, de apoyo y terapéutico. 

Como se dijo en El Tiempo (2013), la mala atención al sector LGBTI se da, 

en parte, por ignorancia, por burocracia, o por la homofobia presente en 

los servicios de atención en salud; estos no han sido suficientemente sen-

sibles a las necesidades e individualidades de la población LGBTI, lo cual 

es una actitud que propicia que estas personas hayan sido, hasta hoy en 

día, víctimas de burlas y tratadas como animales de circo cuando hacen 

uso de los servicios de salud. Las empresas e instituciones prestadoras 

del servicio de salud no tienen protocolos para atender a esta población: 

no existe papelería ni documentación específica para prestar servicios de 

calidad y efectividad a esta población y a sus necesidades específicas, 

tampoco hay capacitación al personal sobre la atención diferencial con 

enfoque de Derechos Humanos y de género. En sus raíces, todos los obs-

táculos para la atención y el apoyo comparten el contexto de exclusión 

social y estigma que es la realidad cotidiana de las comunidades LGBTI 

(Caracol Radio, 2009). Este contexto de exclusión, burocracia, injusticia 

social y estigma aumenta, por el marco de desinformación e invisibiliza-

ción que genera, el riesgo de contagios de ITS y la aparición de otras en-

fermedades como el cáncer de cuello uterino o de mama por no contar 

con servicios de salud más cercanos a las necesidades de las personas de 

estos sectores. De igual forma, la Organización Panamericana de la Salud 

(2011) expone que las personas trans se enfrentan a altos niveles de trans-

fobia en la forma de discriminación, estigmatización y violencia, y esto se 

da en todos los escenarios de la sociedad incluido el sistema de salud. 

Esta situación crea obstáculos en el acceso a los servicios de salud, 

como lo que experimentan, por ejemplo, los hombres transexuales al so-

licitar citas para citologías en su Institución Prestadora de Salud con su 

nombre identitario, lo que termina por hacerles desistir de solicitar estos 
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servicios7. La literatura al respecto es abundante y ha tocado temas cen-
trales que deben ser atendidos para una transformación estructural. Un 
ejemplo es Urban (2011), quien analiza y señala que los hombres trans-
género tienen alto riesgo de contraer enfermedades como cáncer de ova-
rio, carcinoma de vagina, cáncer uterino y carcinoma cervical como con-
secuencia del tratamiento hormonal (testosterona); por lo que se debe 
contar con vigilancia en salud de género dado que el riesgo para estos 
pacientes es alto, pues en muchos casos se presenta un uso no autoriza-
do y sin control médico de hormonas. 

Por su parte, las mujeres transexuales tampoco cuentan con servi-
cios de salud acordes a sus necesidades de cambios físicos, que no son 
encasillables en criterios estéticos. Sin embargo, el afán por lograr una 
apariencia física que corresponda con su identidad de género hace que 
estas personas acudan a procedimientos domésticos como inyecciones 
de silicón líquido en los tejidos blandos para moldear nalgas, piernas, 
labios o mejillas: 

La práctica de inyectar silicona industrial (dimetilpolisiloxano) o aceites de 
parafina directamente al tejido celular subcutáneo o los pómulos puede te-
ner graves consecuencias médicas. Entre los efectos más severos puede so-
brevenir una embolia pulmonar, con consecuencias fatales en alrededor del 
25% de todas las personas afectada. (OPS, 2011, p. 35). 

Otra situación ya anunciada anteriormente es el uso de hormonas fe-
minizantes, ya que estas tienen efectos colaterales, tales como una enfer-
medad tromboembólica, disfunción hepática, desarrollo de hipertensión 
o desarrollo de tumores. Todos estos procedimientos se deberían hacer 
bajo la asesoría de profesionales en salud, sin embargo, las mujeres y los 

7 Para Jack Halberstam la masculinidad no se puede reducir al cuerpo del hombre y a 
sus efectos, por lo que es necesario reconocer que existen masculinidades alternativas. 
En este caso, trans es un adjetivo utilizado para referirse a personas cuya identidad 
y/o expresión de género no se corresponde con las normas y expectativas sociales 
tradicionalmente asociadas con su sexo asignado al nacer (OPS, 2011)
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hombres transgénero no acuden a servicios de salud por miedo a la trans-
fobia, y prefieren hacer sus respectivos tratamientos sin control médico. 
Aunque también existen quienes intentan ejercer su derecho a la salud, 
nunca son atendidos de forma adecuada ni son tendidas sus necesidades, 
por lo que deben interponer frecuentemente tutelas para que el sistema 
cubra algunos de los procedimientos. 

En suma, el derecho a la salud tanto en Medellín como en el país 
sigue siendo uno de los más vulnerados para los sectores LGBTI, especí-
ficamente desde el enfoque diferencial requerido para la atención de sus 
necesidades particulares. Por lo general, los procesos de tránsito y la aten-
ción derivada de malas prácticas relacionadas con este tema siguen siendo 
negadas en primera instancia, debiendo ser exigidas mediante acciones 
de tutela. Esto es grave para la salud de las personas LGBTI, y particular-
mente para las mujeres transgénero en ejercicio del trabajo sexual, ya que 
la mayoría de esta población no cuenta con los conocimientos técnicos 
para entablar una acción de tutela. Para terminar, vale decir que, en suma, 
la política pública tiene como fin entender a las personas de los sectores 
LGBTI como sujetos de derechos –derecho a la igualdad, a la no discrimi-
nación, a gozar de servicios asistenciales acordes a sus necesidades–. Pero 
este objetivo no es posible si desde la sociedad no se fomenta un trato 
más humano y no discriminatorio, si en cuanto a los sistemas de salud no 
se promueve una atención diferenciada, que reconozca el respeto y el 
cuidado de las singularidades de estas personas. Lo que quiere decir que 
la política pública de los sectores LGBTI es un eslabón importante de una 
cadena, sin embargo, este debe sumarse a eslabones mayores relaciona-
dos a otros factores culturales, educativos, sociales, político, entre otros.
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